
Apuntes sobre la responsabilidad de los administradores 

Con el tiempo la jurisprudencia del TS va acotando en sus diferentes aspectos, pero 
incidiendo en la obligación de promover la disolución de este modo el art. 367 LSC la 
responsabilidad del administrador se anuda al incumplimiento del deber de promover 
la disolución. El reproche jurídico que subyace a la responsabilidad se funda en el 
incumplimiento de un deber legal (de promover la disolución de la sociedad o, en su 
caso, de instar el concurso de acreedores). La Ley en esos casos, estando la sociedad 
incursa en una de las causas legales de disolución, constituye al administrador en 
garante solidario de las deudas surgidas a partir de entonces, si incumple el deber 
legal de disolver dentro del plazo legal. La justificación de esta responsabilidad radica 
en el riesgo que se ha generado para los acreedores posteriores que han contratado 
sin gozar de la garantía patrimonial suficiente por parte de la sociedad del 
cumplimiento de su obligación de pago. 

Esta razón que llevó al legislador a ceñir el alcance de la responsabilidad a las deudas 
posteriores a la aparición de la causa de disolución nos debe llevar a concluir que en 
caso de cambio de administrador, desde que asume la administración, para él nace un 
nuevo plazo de dos meses para promover la disolución, cuyo incumplimiento le hará 
responsable solidario de las deudas sociales posteriores al momento en que asumió la 
administración de la sociedad. Esto es, su responsabilidad alcanza a todas las deudas 
sociales surgidas mientras él era administrador y estando la sociedad en causa de 
disolución, pero no a las anteriores a su nombramiento ni a las posteriores a su cese, y 
se matiza sin precisar "se entiende por deudas posteriores, las que hubieran nacido 
después del acaecimiento de la causa de disolución" (sentencia 716/2018, de 19 de 
diciembre). 

La cuestión pues gira en torno a la determinación de cuándo se entiende que nació la 
deuda social reclamada por el acreedor: con la firma del crédito póliza (afianzada) o 
con el pago (del fiador) al acreedor principal así se nos tiene dicho que la obligación de 
resarcimiento nacía de la resolución de un contrato por incumplimiento, era una deuda 
social nueva y no una modificación o trasformación dineraria de una obligación anterior 
de distinta naturaleza la sentencia 761/2015, de 30 de diciembre, el fiador que paga la 
obligación garantizada dispone de dos acciones para hacer efectiva la vía de regreso 
frente al deudor principal: un derecho de reembolso art.1838CC y una facultad de 
subrogarse en los derechos del acreedor ( art 1839CC) de este modo el CC reconoce 
al fiador que paga una doble facultad, derivada de su condición de acreedor del 
deudor principal que adquiere al pagar la deuda garantizada, con una misma finalidad 
(que el cumplimiento de la obligación de fianza no le suponga un quebranto 
patrimonial) pero de contenido diverso, entre las que el fiador puede elegir, tanto la 
acción de reembolso o regreso como la acción subrogatoria son mecanismos previstos 
por el ordenamiento jurídico para la efectividad de un principio básico de la regulación 
de las garantías otorgadas por terceros, como es que el tercero que paga, y se 
convierte por ello en acreedor del deudor principal, no sufra, en lo posible, un 
quebranto patrimonial y pueda resarcirse con cargo al deudor principal, que no pagó". 

Aunque el fiador asuma la condición de acreedor frente a la sociedad deudora 
principal, respecto de lo pagado al acreedor principal, como consecuencia de la fianza, 
a los efectos previstos en la LSC art. 367, no cabe hablar del nacimiento de una nueva 
deuda social, sino más bien de que la existente persiste, sin perjuicio de que ahora 



sea el fiador el legitimado para reclamarla, cuando menos por lo que respecta al 
importe de la deuda satisfecha y sus intereses. 

 
           Salvo mejor opinión 


